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ARGENTINA: INFORME SOBRE DERECHOS 

HUMANOS 2022 

 

RESUMEN EJECUTIVO 

Argentina es una república constitucional federal. En octubre de 2019, Alberto 

Fernández ganó las elecciones presidenciales, consideradas por los observadores 

locales e internacionales como libres y justas en términos generales. En noviembre 

de 2021, se llevaron a cabo las elecciones de medio término tanto municipales, 

provinciales como nacionales. Los votantes eligieron el 50% de la composición de 

la Cámara de Diputados y un tercio del Senado.  

Las fuerzas policiales del ámbito federal, provincial y municipal comparten 

responsabilidad de hacer cumplir la ley y el mantenimiento de la seguridad 

interior. Todas las fuerzas de seguridad federales dependen del Ministerio de 

Seguridad, mientras que las fuerzas provinciales y municipales reportan a un 

ministerio de seguridad provincial o secretaría municipal dentro de su 

jurisdicción. Las autoridades civiles mantuvieron un control eficaz de las fuerzas 

de seguridad. Hubo informes sobre algunos abusos cometidos por miembros de 

las fuerzas de seguridad. 

Entre los problemas de derechos humanos más importantes se cuentan: 

ejecuciones ilegales y arbitrarias, incluidas ejecuciones extrajudiciales, tortura o 

tratamiento cruel, inhumano o degradante o castigo por parte de funcionarios 

federales y provinciales; condiciones carcelarias duras y potencialmente letales; 

serios problemas en relación con la independencia del poder judicial; y serios 

casos de corrupción de gobierno.   

El gobierno tomó acciones limitadas para identificar, investigar, procesar y castigar 

a los funcionarios que cometieron abusos a los derechos humanos o involucrados en 

actos de corrupción. 
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Sección 1. Respeto a la Integridad de la Persona 

a. Privación arbitraria de la vida y otras ejecuciones ilegales o 

motivadas por cuestiones políticas  

Se registraron varios informes de presuntas ejecuciones arbitrarias o ilegales por 

parte del gobierno o sus representantes. La Procuraduría de Violencia Institucional 

dependiente de la Procuraduría General de la Nación supervisó la investigación y 

el procesamiento de prácticas ilegales perpetradas por agentes del estado que 

atentaron contra la libertad, integridad, dignidad y la vida de las personas.  
 

El 4 de junio, las autoridades encontraron muerta a Daiana Soledad Abregú en una 

comisaría municipal de Laprida, provincia de Buenos Aires. Su familia acusó a la 

policía de asesinar a Abregú y solicitó una segunda autopsia. Esta segunda 

autopsia confirmó que había muerto por heridas causadas por golpes y las 

autoridades provinciales detuvieron a cinco oficiales de policía municipales. 

El 10 de julio, las autoridades provinciales detuvieron a seis oficiales de policía 

municipales por la muerte de Jonatan Romo en La Falda, Córdoba. Los 

familiares documentaron la discapacidad mental de Romo y acusaron a la 

policía de violar el protocolo al detenerlo en lugar de llevarlo a un hospital. Los 

oficiales de policía fueron acusados de asfixiar a Romo durante su arresto. 

En julio de 2021, las autoridades identificaron a tres oficiales de Policía de la 

Ciudad responsables de matar a Lucas González, de 17 años, en Barracas. En 

julio de 2022, las autoridades identificaron y detuvieron a 15 policías más de la 

policía de la ciudad por el asesinato y ocultamiento de González. 

En marzo, el caso por la desaparición y muerte de Luis Espinoza en la Provincia de 

Tucumán se trasladó oficialmente a la jurisdicción federal para ser investigada 

como un delito de desaparición forzada. En 2020, los oficiales de policía golpearon 

y dispararon a Luis Espinoza en un puesto de control ilegal mientras su hermano 

pudo huir. El juicio comenzó el 24 de octubre en el Tribunal Federal Oral en la 

provincia de Tucumán. Nueve policías y dos civiles fueron acusados por la 

desaparición forzada y asesinato de Luiz Espinosa. Además, se imputó a la policía 
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por la privación ilegítima de la libertad del hermano Juan Antonio Espinoza.  

En agosto, dos oficiales de la policía de la Provincia de Buenos Aires fueron 

sentenciados a la pena de 21 años y cuatro años, respectivamente, por el asesinato 

en 2020 de Lucas Verón, de 18 años, en González Catán, provincia de Buenos 

Aires. Los oficiales fueron imputados por abuso de autoridad luego de haber 

perseguido a dos jóvenes desarmados y haber disparado y asesinado a Verón. 

Las autoridades continuaron la investigación y procesamiento de personas 

involucradas en desapariciones, ejecuciones y tortura cometidas durante la 

dictadura militar entre 1976 y 1983 y el gobierno de Isabel Perón del 1974 a 

1976. 

 

b. Desapariciones 

No se reportaron casos de desapariciones por parte de las fuerzas de seguridad, o 

en su nombre, durante el año.  

El 14 de agosto, un tribunal federal inició el juicio de un ex oficial de la policía 

federal, Mario Sandoval, por la detención ilegal, tortura y desaparición del 

activista político Hernán Abriata en 1976. Sandoval fue extraditado desde Francia 

en 2019, luego de un proceso que comenzó en 2012. 

 

c. Tortura y Otros Tratamientos o Castigos Crueles, Inhumanos o 

Degradantes, y otros Abusos Relacionados  

Si bien la ley prohíbe dichas prácticas, hubo informes que señalan que 

funcionarios del gobierno las usaron. La Procuración General de la Nación; la 

Procuración Penitenciaria de la Nación (PPN), un ente gubernamental 

independiente que monitorea las condiciones carcelarias; la Comisión Provincial 

por la Memoria (CPM), un ente público autónomo de la provincia de Buenos 

Aires que trabaja en temas de derechos humanos; y organizaciones no 

gubernamentales locales e internacionales informaron sobre denuncias de abusos 

perpetrados por funcionarios penitenciarios provinciales y federales. 
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Entre enero y junio, la PPN registró 117 casos de abuso o malos tratos, y reportó 

103 víctimas. El informe de la PPN estuvo acotado principalmente a la ciudad y 

provincia de Buenos Aires (donde vive alrededor del 46% de la población).  

La impunidad continuó siendo un problema importante en las fuerzas de 

seguridad en todos los niveles. La corrupción y un sistema judicial lento y 

politizado obstaculizaron los esfuerzos por investigar abusos. El gobierno, en 

términos generales, denunció los abusos informados y se empeñó en capacitar 

fuerzas militares y policiales de todos los niveles sobre temas de derechos 

humanos, incluso a través de la capacitación online durante la pandemia de 

COVID-19.  

Condiciones en Cárceles y Centros de Detención  
 

Las condiciones carcelarias fueron duras y potencialmente letales debido a la 

sobrepoblación, la deficiente atención médica y a condiciones insalubres. Hubo 

informes sobre transferencias repetidas y arbitrarias, transferencias a lugares 

distantes, y sobre el uso recurrente de reclusión en régimen de aislamiento como 

método de castigo, particularmente en la provincia de Buenos Aires.   

Condiciones Físicas Abusivas: La sobrepoblación carcelaria continúa siendo un 

problema. Según el Servicio Penitenciario Federal, al mes de septiembre, había 

aproximadamente 11.400 prisioneros en un espacio diseñado para 10.936 

personas. 

El hacinamiento en establecimientos para menores con frecuencia dio como 

resultado que algunos fueran alojados en comisarías, a pesar de que algunas 

ONG y la Procuración Penitenciaria de la Nación señalaron que la ley prohíbe 

dicha práctica.   

Las cárceles de mujeres fueron menos violentas y peligrosas, en términos 

generales, que las cárceles de hombres. Las mujeres y las mujeres transgénero 

representaron alrededor del 7% y las mujeres transgénero representaron el 0,3% de 

la población carcelaria total. En octubre, había 787 mujeres y 37 personas 

transgénero detenidas en el sistema penitenciario federal.  En el sistema 

penitenciario de la provincia de Buenos Aires, alrededor de 60% de las mujeres y 

73% de las mujeres transgénero estaban detenidas en prisión preventiva.  
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De acuerdo con el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) y otras 

organizaciones de defensa de derechos humanos y centros de investigación, los 

internos de varios establecimientos penitenciarios sufrieron cuestiones como 

malnutrición, tratamiento médico y sicológico inadecuado, servicios 

insuficientes de saneamiento, calefacción, ventilación e iluminación, visitas 

restringidas a familiares y un tratamiento degradante frecuente. La CPM 

(Comisión Provincial por la Memoria) informó sobre 7.795 casos de abandono 

de salud durante 2021 en centros provinciales de detención, lo que incluye una 

atención sanitaria deficiente, dieta insuficiente, falta de medicación y falta de 

atención médica.  

El CPM indicó que 199 reclusos fallecieron en 2021 en las cárceles provinciales 

de Buenos Aires. Alrededor de 80 por ciento de las muertes de reclusos en la 

provincia se debió a problemas de salud, y el resto de las muertes se debieron a 

homicidios y suicidios. De enero a agosto, el CPM informó sobre 137 muertes en 

el sistema penitenciario de la provincia de Buenos Aires. De enero a junio, el 

Fiscal Especial para Violencia Institucional informó sobre 17 muertes en el 

Sistema penitenciario federal.    

Según las convenciones internacionales, los reclusos deberían permanecer cerca 

de sus hogares, sus abogados y del tribunal actuante. La mayoría de los reclusos 

transferidos arbitrariamente provenían de la ciudad de Buenos Aires y de la 

Provincia de Buenos Aires, y debido a la sobrepoblación carcelaria, fueron 

transferidos a lugares que en algunos casos se encuentran a 300 millas de 

distancia. Un informe del CPM también destacó que los reclusos transferidos 

sufrieron violencia y maltrato. En un informe de 2021 del CPM se denunció que 

38 personas resultaron víctimas de “transferencias constantes”, con un promedio 

de siete establecimientos penitenciarios por víctima. En un caso, uno de los 

reclusos fue transferido 13 veces en el transcurso de un año. El CPM también 

informó sobre 21 personas que resultaron víctimas de maltrato, lo que incluyó 

tortura, durante las transferencias. 

Administración: Las autoridades en algunos momentos llevaron a cabo 

investigaciones de alegatos sobre maltrato verosímiles. Según las ONG locales, 

los reclusos en algunos casos no presentaron denuncias ante las autoridades por 

temor a represalias.  
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Monitoreo Independiente: El gobierno en general permitió el monitoreo de 

cárceles por parte de observadores de derechos humanos locales e internacionales 

independientes. 

 

d. Arresto o Detención Arbitrarios  

La ley prohíbe el arresto o la detención arbitraria y establece el derecho de 

cualquier persona a cuestionar la legalidad de su arresto o detención ante la 

justicia. El gobierno en general cumplió con dichos requisitos.  

Procedimientos de arresto y tratamiento de detenidos  
 

La policía, en general, aprehendió abiertamente a individuos con órdenes de 

detención basadas en suficientes pruebas y emitidas por un funcionario 

debidamente autorizado. Por ley, la policía puede demorar a sospechosos por un 

período máximo de seis horas sin una orden de detención, siempre que las 

autoridades tengan sospechas fundadas de que los sospechosos cometieron, o están 

a punto de cometer, un delito, o si la policía no puede determinar la identidad del 

sospechoso. En todos los casos, las autoridades deben notificar el arresto 

inmediatamente al ministerio público fiscal. El fiscal puede aprobar una detención 

de hasta 72 horas. En casos excepcionales, un juez puede prorrogar la detención 

por 72 horas adicionales. De acuerdo con grupos de derechos humanos, la policía 

ocasionalmente arrestó a personas en forma arbitraria, detuvo a sospechosos más 

de lo estipulado por la ley y no respetó los procedimientos de notificación 

adecuados.  

La ley estipula que los detenidos tienen derecho a una determinación rápida de la 

legalidad de su detención por parte de un juez penal de una instancia inferior, 

quien determinará si prosigue o no con una investigación. En algunos casos, se 

registraron demoras en este proceso y en informar a los detenidos sobre los cargos 

en su contra.  

 

La ley otorga el derecho a una fianza, salvo en caso de riesgo de fuga o riesgo de 

obstaculizar el accionar de la justicia.  

Las autoridades permitieron que los detenidos tuvieran un rápido acceso a un 



Country Reports on Human Rights Practices for 2022 

United States Department of State • Bureau of Democracy, Human Rights and Labor 

  

abogado y brindaron defensores públicos si los detenidos no podían afrontar el pago 

de la defensa legal. En algunos casos, el acceso a un abogado defensor se vio 

demorado debido a que el sistema judicial se encuentra sobrecargado. 

Detención arbitraria: Algunas ONG locales informaron que la policía en 

ocasiones aprehendió y detuvo a ciudadanos en forma arbitraria.  

El 7 de septiembre, Miranda Ruiz, médica de Tartagal, provincia de Salta, fue 

detenida luego de practicar un aborto a pesar de que el derecho al aborto está 

protegido por ley. La médica fue liberada cuatro horas más tarde como 

consecuencia de varias manifestaciones por organizaciones activistas de 

derechos de la mujer en múltiples ciudades. 

Prisión preventiva: La ley prevé la prisión preventiva por un máximo de 2 años 

para personas imputadas que esperan juicio o están cursando un proceso judicial. 

El período se puede prorrogar hasta un año en determinadas circunstancias. La 

lentitud del sistema judicial a menudo dio lugar a detenciones prolongadas más allá 

del período estipulado por ley. De acuerdo con estadísticas oficiales, casi la mitad 

de las 11.389 personas detenidas en establecimientos federales en septiembre se 

encontraban en situación de prisión preventiva.  

 

e. Denegación de Juicio Público Imparcial  

La ley establece la independencia del poder judicial, pero en todos los niveles 

hubo funcionarios de gobierno que no siempre respetaron la independencia e 

imparcialidad judicial. Según ONG nacionales, los jueces de algunos tribunales 

federales y provinciales del fuero penal fueron objeto de manipulación política.  

Procedimientos Judiciales 
 

La ley prevé el derecho a un juicio imparcial y público y, en general, el poder 

judicial hizo cumplir este derecho.  

El sistema judicial se vio afectado por demoras prolongadas, burocracia procesal, 

vacíos significativos en la designación de jueces permanentes, un apoyo 

administrativo insuficiente e ineficiencia. La amplia discrecionalidad de los jueces 
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para determinar si avanzan en investigaciones y cómo se realizarán contribuyó a la 

percepción pública de arbitrariedad de numerosos fallos judiciales. 

El código procesal penal federal aprobado en 2018 reemplazó el sistema 

inquisitivo federal híbrido del país por un sistema acusatorio, pero la 

implementación del nuevo sistema avanzó con lentitud. Dos provincias 

implementaron el sistema acusatorio para delitos federales, y se inició la 

transición en dos provincias más. El nuevo código, en términos generales, exige 

que los casos sean sometidos a juicio dentro del plazo de un año y se resuelvan en 

el plazo de 3 años. También el código establece el uso de nuevas técnicas 

investigativas y amplía los derechos de las víctimas. Los fiscales en las provincias 

que aplican el nuevo código informaron que algunos casos que previamente 

llevaban años ahora se podían resolver en meses.  

Numerosos sistemas judiciales provinciales operaron bajo el sistema acusatorio 

y 11 de ellos hicieron uso del juicio por jurado para delitos graves. Al mes de 

septiembre, no hubo juicios por jurado para causas federales.  

Presos y detenidos políticos  
 

No hubo informes verosímiles sobre presos o detenidos políticos.  
 

Procedimientos y recursos de la justicia civil  
 

Los ciudadanos tienen acceso a los tribunales para presentar demandas por daños y 

perjuicios o para solicitar el amparo de derechos según prevé la constitución. 

También pueden apelar fallos adversos dentro del país o ante organismos regionales 

de derechos humanos, tales como la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos. 

Confiscación y Restitución de Bienes  
 

El país ratificó la Declaración de Terezin de 2009, que instó a los países a estipular 

la restitución de bienes confiscados en forma ilegítima durante el Holocausto, 

brindar acceso a archivos, y promover la educación y conmemoración del 

Holocausto. No hubo demandas conocidas por bienes muebles o inmuebles 

confiscados durante el Holocausto en el país. El país no cuenta con leyes de 

restitución.  
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El informe del Departamento de Estado sobre la Ley JUST (Justice for 

Uncompensated Survivors Today) ante el Congreso, divulgado públicamente en 

julio de 2020, se puede encontrar en el sitio web del Departamento: 

https://www.state.gov/reports/just-act-report-to-congress/. 

 

 

f. Injerencia arbitraria o ilegal en la privacidad, la familia, el 

hogar o la correspondencia 

La ley prohíbe tales acciones, y no hubo informes de incumplimiento de estas 

prohibiciones por parte del gobierno.  

Sección 2. Respeto por las libertades civiles  

a. Libertad de expresión, incluyendo libertad de prensa, de sus 

miembros y de otros medios 

La constitución establece la libertad de expresión, con inclusión de la libertad de 

prensa de periodistas y otros medios, y el gobierno en general respetó este 

derecho. La presencia de una prensa independiente, un poder judicial eficaz y un 

sistema político democrático pleno se aunaron para promover la libertad de 

expresión, incluida la libertad de prensa y sus miembros. 

Libertad de Expresión: En julio, la organización de defensa de la prensa FOPEA 

(Foro de Periodismo Argentino) presentó una advertencia al Consejo de Derechos 

Humanos de Naciones Unidas acerca de ataques de políticos contra periodistas 

que socavaban la libertad de expresión en el país.  

FOPEA citó tres casos de acoso judicial a periodistas, incluyendo demandas contra 

Irene Benito (La Gaceta), Daniel Santoro (Clarín), y Daniel Enz (Revista    Análisis). 

En todos estos casos, FOPEA argumentó que el sistema jurídico fue usado por 

figuras políticas para silenciar a estos periodistas. 

En septiembre, el YouTuber Eduardo Miguel Prestofelippo fue sentenciado a 30 

días de detención domiciliaria por discriminación y acoso digital a la primera dama 

Fabiola Yáñez. Antes de su sentencia, Prestofelippo denominó a su procesamiento 

un “ataque a la libertad de prensa y expresión”, y sus seguidores realizaron 

https://www.state.gov/reports/just-act-report-to-congress/
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manifestaciones durante su juicio. 

Violencia y Acoso: Hubo informes sobre ataques físicos, amenazas y acoso contra 

periodistas.  
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En junio, George Chaya, periodista del servicio de noticias online Infobae y crítico 

prominente de Hezbollah, recibió una nota manuscrita donde se le advertía que 

Hezbollah tenía la intención de asesinarlo. El gobierno brindó protección a Chaya 

y luego huyó del país con su familia.  

En julio, durante una violenta protesta en San Martín de los Andes, Neuquén, 

Pedro Jofré disparó a fotógrafos de noticias del Diario Río Negro y La Mañana de 

Neuquén. Si bien lo fotógrafos no resultaron heridos, una mujer que estaba cerca 

recibió un disparo. El atacante fue detenido y fue reprochado penalmente.  

En septiembre, un tribunal local sentenció a una pena de prisión a tres miembros de 

un grupo anarquista que lanzó bombas Molotov a la sede del conglomerado de 

medios Clarín en Buenos Aires en 2021. El Presidente Fernández y otros 

funcionarios de gobierno condenaron el ataque.  

En diciembre, tres personas fueron imputadas por atacar las oficinas del Diario 

El Chubut en Trelew en el mes de diciembre de 2021 como parte de una protesta 

contra la industria minera. 

FOPEA reportó 14 supuestos ataques físicos contra periodistas en 2021, 

comparado con ocho ataques registrados en 2020.  

Libertad de Internet  
 

El gobierno no restringió ni obstruyó el acceso a internet ni censuró contenido 

online. Tampoco hubo informes verosímiles que señalen que el gobierno 

monitoreó comunicaciones online privadas sin la autorización legal 

correspondiente. 

 

b. Libertad de Reunión y Asociación Pacíficas  

La constitución establece la libertad de reunión y asociación pacíficas, y el 

gobierno en general respetó estos derechos, con algunas excepciones. 

El 31 de junio, oficiales de la policía provincial acosaron, golpearon y detuvieron 

a un grupo de artistas jóvenes de rap en la provincia de San Luis. Luego de que se 

publicaron videos sobre el incidente en las redes sociales, el gobierno provincial 
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despidió a 25 oficiales de la policía.  
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c. Libertad de Culto  

Véase el Informe Internacional de Libertad Religiosa (International 

Religious Freedom Report) del Departamento de Estado 

https://www.state.gov/religiousfreedomreport/. 

 

d. Libertad de Circulación y Derecho a Salir del País  

La ley prevé la libertad de circulación interna, viajes al exterior, la emigración 

y repatriación, y el gobierno en general respetó estos derechos afines. 

 

e. Protección de Refugiados 

El gobierno cooperó con la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas 

para los Refugiados (ACNUR) y otras organizaciones humanitarias para brindar 

protección y asistencia a refugiados, así como refugiados que regresan, o 

personas que solicitan asilo, además de otras personas de interés.  

Acceso a Asilo: La ley prevé el otorgamiento de asilo o estado de refugiado. El 

gobierno ha establecido un sistema para brindar protección a refugiados. La 

resolución de pedidos de asilo puede demorarse hasta dos años.  

 

Sección 3. Libertad para Participar en el Proceso Político  

La ley otorga a los ciudadanos la capacidad para elegir a su gobierno en 

elecciones periódicas libres e imparciales que se celebran por voto secreto y se 

basan en el sufragio universal e igualitario.  

 

Elecciones y Participación Política  

Elecciones Recientes: Alberto Fernández fue elegido presidente en 2019 en 

https://www.state.gov/religiousfreedomreport/
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elecciones consideradas, en términos generales, libres e imparciales. En 

noviembre de 2021, el país llevó a cabo las elecciones municipales, provinciales y 

nacionales de medio término. Los votantes eligieron a la mitad de la composición 

de la Cámara de Diputados y un tercio del Senado. Los observadores locales e 

internacionales consideraron que, en general, las elecciones fueron libres e 

imparciales. 

Participación de Mujeres y Minorías: Ninguna ley limita la participación de 

las mujeres y de miembros de minorías en el proceso político y, de hecho, 

ambos participaron.  
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Sección 4. Corrupción y Falta de Transparencia en 

el Gobierno  

La ley establece sanciones penales en el caso de corrupción por parte de 

funcionarios. Sin embargo, el gobierno no aplicó la ley eficazmente. Hubo 

numerosos informes sobre corrupción de gobierno durante el año. La presencia de 

instituciones débiles y un sistema judicial a menudo ineficaz y politizado 

socavaron los intentos sistemáticos de reducir la corrupción.  

Corrupción: Se encontraban en curso al mes de septiembre varias 

investigaciones relacionadas con corrupción contra figuras políticas de alto 

rango en funciones, así como ex funcionarios, incluida la vicepresidenta Cristina 

Fernández de Kirchner. 

Fernández de Kirchner y nueve acusados principales (45 acusados en total) 

fueron imputados por recibir sobornos, pagar sobornos, o ambos, en relación con 

contratos de obras públicas entre 2008 y 2015 cuando Fernández de Kirchner era 

presidente. Los fiscales estimaron un valor total del esquema de soborno de $160 

millones. El 22 de agosto, en el marco de la causa por corrupción en la obra 

pública, los fiscales solicitaron al tribunal de primera instancia la condena de 

Fernández de Kirchner y una sentencia de 12 años de prisión, con inhabilitación 

de por vida para desempeñarse en cargos públicos. Fernández de Kirchner y sus 

hijos enfrentaron otras cuatro causas adicionales por corrupción financiera. 

Sobre la base de una investigación previa, en julio las autoridades imputaron al 

juez federal Walter Bento por lavado de dinero y por recibir sobornos a cambio de 

brindar beneficios a personas acusadas y detenidas en causas penales. Ambos 

hijos de Bento también fueron imputados por lavado y sobornos. El 3 de octubre, 

los fiscales solicitaron el juicio para Bento y los otros acusados.  

Hubo casos de corrupción y complicidad oficial en algunas fuerzas de seguridad. 

Los abusos más frecuentes incluyeron la extorsión y protección de los individuos 

involucrados en narcotráfico, trata de personas, lavado de dinero y prostitución. Las 

denuncias de corrupción en los tribunales provinciales y federales fueron 

frecuentes.  
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Sección 5. Postura del gobierno frente a la investigación 

internacional y no gubernamental de supuestos abusos de los 

derechos humanos  

Una variedad de grupos de defensa de los derechos humanos tanto nacionales 

como internacionales trabajaron, en general, sin restricciones por parte del 

gobierno, investigando y publicando sus hallazgos sobre casos de derechos 

humanos. Los funcionarios del gobierno a menudo cooperaron y tuvieron una 

postura receptiva abierta respecto de sus opiniones.  

Organismos gubernamentales de derechos humanos: El gobierno cuenta con 

una Secretaría de Derechos Humanos dependiente del Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos. El objetivo principal es la coordinación dentro del 

ministerio y colaboración con otros ministerios y con el poder judicial, para 

promover políticas, planes y programas tendientes a la protección de los 

derechos humanos. La secretaría publicó folletos y libros sobre diversos temas 

relacionados con los derechos humanos.  

El La Defensoría del Pueblo de la Nación es un organismo independiente y 

autónomo creado por la reforma constitucional de 1994 que tiene como objetivo 

defender los derechos humanos y otras garantías constitucionales y supervisar las 

funciones de la administración pública. El cargo de defensor del pueblo tiene un 

mandato de cinco años y es nominado por el presidente y aprobado por el Congreso. 

Ninguna administración ha nominado a un candidato desde 2009. Según las ONG, 

el hecho de que el gobierno no haya cubierto este cargo socava el mandato de la 

oficina para proteger los derechos humanos.  

La Procuraduría de Crímenes de Lesa Humanidad investigó y documentó 

violaciones de derechos humanos que tuvieron lugar bajo la dictadura militar 

entre 1976 y 1983.  
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Sección 6. Discriminación y Abusos Sociales  

Mujeres 

Violación y violencia doméstica: Violación de hombres o mujeres, incluso 

violación conyugal es un delito. Las penas oscilan entre seis meses y 20 años de 

prisión, dependiendo de las edades de los perpetradores y de la víctima, su 

relación, el uso de la violencia y otros factores. La mayoría de los perpetradores 

recibieron penas de entre seis y quince años de prisión. Hubo informes 

anecdóticos sobre instancias en que la policía o funcionarios judiciales se 

mostraron reticentes a actuar en casos de violación. Algunos defensores de los 

derechos de las mujeres indicaron que las actitudes de la policía, de los hospitales 

y los tribunales hacia los sobrevivientes de violencia sexual a veces 

revictimizaban a los sobrevivientes, al obligarlos con frecuencia a contar 

nuevamente detalles de su trauma, interpretando el silencio del sobreviviente 

durante una situación traumática como consentimiento, o revisando los 

antecedentes sexuales pasados del sobreviviente como prueba.  

La ley prohíbe la violencia doméstica, incluido el abuso conyugal. La ley impone 

una pena más estricta para muertes atribuibles a violencia de género. En general, las 

se aplicó la ley y los sobrevivientes tuvieron acceso a medidas de protección. Según 

algunas ONG locales, la falta de vigilancia policial y judicial a menudo llevó a una 

falta de protección para las víctimas.  

La ley exige que todos los empleados de la administración pública nacional reciban 

capacitación sobre género y violencia de género. Esta ley se aplicó y abarcó incluso 

a funcionarios a nivel de gabinete y presidente. Además, la capacitación sobre 

género y violencia de género es un requisito para todas las personas que solicitan su 

primera licencia de conducir.  

La Oficina de Violencia Doméstica operó una línea de emergencia las 24 horas 

para víctimas de violencia de género y tuvo canales de contacto por WhatsApp y 

correo electrónico para víctimas que no podían hacer uso del teléfono. La oficina 
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brindó protección las 24 horas, así como recursos para víctimas de violencia 

doméstica. Algunas instituciones públicas y privadas ofrecieron programas de 

prevención y brindaron apoyo y tratamiento para mujeres abusadas. El Ministerio 

de la Mujer cuenta con 8.536 centros de atención en todo el país para mujeres 

abusadas y personas de las comunidades LGBTQI+. La ley brinda apoyo 

financiero a niños y niñas que perdieron a sus madres por violencia de género. Sin 

embargo, muchas familias se quejaron por las demoras en la recepción de los 

pagos.  

Acoso sexual: La ley prohíbe el acoso sexual en el sector público e impone medidas 

disciplinarias y correctivas. En algunas jurisdicciones, como la Ciudad de Buenos 

Aires, el acoso sexual podría redundar solamente en el despido del abusador, 

mientras que en otros distritos como en la Provincia de Santa Fe, el abusador podría 

enfrentar una pena máxima de cinco días en la cárcel. Una ley de 2020 penaliza el 

acoso, especialmente el acoso sexual, en entornos laborales, tanto en el sector 

público como privado.  

Derechos reproductivos: En general, no hubo reportes de abortos forzados o 

esterilización involuntaria por parte de las autoridades de gobierno salvo por una 

controversia que continúa respecto de la esterilización de personas con 

discapacidades.  

 

Con el slogan “Fin a las Esterilizaciones Forzadas”, varias organizaciones de 

defensa de derechos humanos continuaron una campaña para modificar una ley de 

2006 que, según argumentaron, llevó a la esterilización de numerosas personas 

con discapacidades sin su consentimiento. La ley se redactó para brindar acceso a 

todos los ciudadanos a ciertas medidas de anticoncepción quirúrgica, pero permite 

que los representantes legales brinden consentimiento para cualquier persona 

declarada legalmente incompetente. Las organizaciones argumentaron que este 

vacío legal, junto con la aceptación general por parte de la sociedad de las 

esterilizaciones forzadas de personas con discapacidades, dieron lugar a un uso 

extendido de esta práctica.  

En términos generales, hubo acceso a servicios de salud sexual y reproductiva, a 

información y anticonceptivos, aunque el acceso podría estar limitado para las 

poblaciones indígenas o rurales. Los métodos anticonceptivos de emergencia 



Country Reports on Human Rights Practices for 2022 

United States Department of State • Bureau of Democracy, Human Rights and Labor 

  

estuvieron disponibles como método de planificación familiar. 

El gobierno brindó acceso a servicios de salud sexual y reproductiva para 

sobrevivientes de violencia sexual, incluidos métodos anticonceptivos de 

emergencia, como parte del manejo clínico de la violación.  

Se informó que algunos proveedores de servicios de salud y establecimientos de 

atención médica provinciales, en especial en regiones remotas y conservadoras, 

demoraron y obstruyeron intencionalmente el acceso al aborto. En agosto, la 

Dirección Nacional de Salud Sexual y Reproductiva informó que 25% de las 

llamadas que recibió la Dirección desde la Provincia de Salta en su línea de 

emergencia nacional se trataba de mujeres y niñas que no pudieron tener acceso 

adecuado a abortos. Además, las barreras sociales y culturales afectaron el acceso de 

manera adversa.  

Discriminación: La constitución consagra la misma condición legal y derechos 

para las mujeres y los hombres y prohíbe la discriminación por género en el trabajo. 

El gobierno, en general, aplicó la ley, aunque la discriminación continúa siendo un 

problema persistente y generalizado.  

La Oficina de la Mujer de la Corte Suprema de Justicia capacitó a jueces, 

secretarios/as y empleados judiciales en el manejo de causas relacionadas con 

cuestiones de género y con el fin de brindar acceso igualitario a mujeres en 

cargos dentro del sistema judicial. La oficina también capacitó a jueces, 

fiscales, personal judicial, así como agentes de las fuerzas de la ley para 

aumentar la concientización sobre delitos de género y formular técnicas para 

abordar casos relacionados con género y asistir a las víctimas.  

 

Las mujeres no pueden trabajar en todas las industrias en las que trabajan los 

hombres. Existen restricciones sobre el empleo de las mujeres en la industria 

minera, el sector manufacturero y el de transporte. También hay restricciones para 

las mujeres en trabajos que se consideran peligrosos o arduos.  

Violencia y discriminación racial o étnica sistémica  

La ley prohíbe cualquier tipo de discriminación basada en raza, condición 

social, género, religión, estatus socioeconómico o etnicidad.  
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Algunos grupos que representan a personas de descendencia africana e indígena 

informaron que sus comunidades recibieron un tratamiento discriminatorio por 

parte de la policía y las fuerzas de seguridad. Un informe de 2019 del Grupo de 

Trabajo de Naciones Unidas sobre Personas de Descendencia Africana destacó 

que en Argentina, “las experiencias de personas de descendencia africana con las 

fuerzas de la ley indican que prevalece una discriminación estructural. Según 

informes de la sociedad civil, el perfilado racial de afro-argentinos, personas de 

descendencia africana y africanos fue una práctica frecuente entre los agentes de 

las fuerzas de seguridad.”  

Dos entidades gubernamentales creadas en 2021 trabajaron para recabar el perfil 

de ciudadanos afrodescendientes y abordar sus preocupaciones: el Consejo Asesor 

Federal de la Comunidad Afro-Argentina y la Comisión de Reconocimiento 

Histórico de la Comunidad Afroargentina.  

A través del Instituto Nacional contra la Discriminación, Xenofobia y Racismo 

(INADI), el gobierno aplicó la ley mediante el procesamiento de reclamos 

públicos, la denuncia formal de violaciones ante los tribunales, y la creación de 

programas gubernamentales para abordar la problemática de la discriminación. En 

general, las ONG coinciden en que el INADI fue ineficaz en su capacidad de 

brindar soluciones concretas a sus preocupaciones debido a la lentitud de 

respuesta y su falta de seguimiento.  

El 18 de marzo, el Instituto Nacional de Estadística y Censo argentino llevó a 

cabo el onceavo censo nacional luego de una demora de dos años debido a la 

pandemia de COVID-19. El censo incluyó, por primera vez, preguntas sobre 

identidad de género e identificación de ciudadanos como afrodescendientes e 

indígenas.
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Pueblos originarios 

La constitución reconoce las identidades étnicas y culturales de los pueblos 

originarios y establece que el Congreso deberá proteger el derecho de los pueblos 

originarios a la educación bilingüe, así como reconocer a las comunidades 

indígenas y la propiedad comunitaria de sus tierras ancestrales y permitir su 

participación en la gestión de sus recursos naturales.  

Un estudio de 2020 realizado por investigadores de ocho universidades descubrió 

que las personas indígenas tenían más probabilidad de ser empleadas de manera 

informal que la población en general (70%, frente al 44%). El estudio destacó que 

las personas indígenas de zonas rurales a menudo no tenían acceso a programas 

de servicios sociales y que sus comunidades no tenían infraestructura básica y 

agua potable.  

La falta de maestros capacitados obstaculizó los esfuerzos del gobierno por 

ofrecer oportunidades de educación bilingüe a miembros de pueblos 

originarios. 

No se consultó adecuadamente a los miembros de los pueblos originarios con 

respecto a la administración de sus tierras o la gestión de sus recursos naturales, 

particularmente en relación con el litio, en parte porque la responsabilidad por 

garantizar los derechos de los pueblos originarios es delegada a las provincias. Las 

constituciones de 11 de las 23 provincias argentinas reconocen los derechos de los 

pueblos originarios.  

La Ley de Emergencia Nacional sobre el relevamiento territorial de comunidades 

indígenas nativas, promulgada en 2006 por un período de cuatro años y renovada 

tres veces, se creó para responder a los conflictos por las tierras indígenas. La ley 

estipula un relevamiento técnico y legal sobre las comunidades indígenas nativas 

y, según corresponda, de las tierras que ocupan. La ley también suspende la 

ejecución de veredictos legales y actos procesales o administrativos cuyo 

propósito sea la expropiación de personas indígenas nativas de las tierras que 

ocupan. En noviembre, la ley se prorrogó hasta 2025 por decreto presidencial. Los 

grupos indígenas, el INADI y ONG continuaron solicitando al Congreso que 

extendiera el término de la ley para asegurar la fortaleza y el apoyo a su 

aplicación.  
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Algunos proyectos llevados a cabo por las industrias agrícola y extractiva 

desplazaron a miembros de las comunidades indígenas, limitaron su acceso a sus 

medios de vida tradicionales, redujeron la superficie de tierra de la que depende 

la subsistencia de personas indígenas y produjeron una contaminación que, en 

algunos casos, puso en peligro su salud y bienestar. Se suscitaron conflictos 

cuando las autoridades expropiaron a personas de las comunidades indígenas de 

sus tierras ancestrales.  
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El 4 de octubre, las fuerzas de la policía federal desalojaron a grupos extremistas 

mapuches de la zona conocida como Villa Mascardi, cercana a la ciudad de 

Bariloche. Siete mujeres mapuches fueron detenidas por la policía durante los 

enfrentamientos causados por la ocupación de tierras privadas y públicas por esa 

comunidad. El ministro de Seguridad Aníbal Fernández elogió la operación y 

declaró que "no hubo represión". Las ONG condenaron el desalojo por constituir 

una violación de los derechos indígenas y Elizabeth Gómez, ministra de las 

Mujeres, Géneros y Diversidad, renunció el 7 de octubre en señal de protesta.  

 

Niños y niñas  

Inscripción de nacimientos: El gobierno provee el servicio de inscripción 

universal de los nacimientos de forma no discriminatoria. La ciudadanía se 

adquiere tanto por nacimiento dentro del territorio nacional como a través de los 

progenitores.  
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Abuso infantil: Según la ley, el abuso sexual infantil es un delito punible con 

penas de hasta 20 años de prisión. El daño físico causado a niños o niñas se castiga 

con penas de hasta 15 años de prisión. El abuso infantil fue una práctica común. la 

Oficina de Violencia Doméstica de la Corte Suprema reportó que 8 de10 niños, 

niñas y adolescentes sufrieron actos de violencia a manos de sus padres. La 

mayoría de las víctimas eran niñas. El gobierno mantuvo una línea telefónica 

directa para consultas y asesoramiento gratuito atendida por psicólogos infantiles 

profesionales, que funciona las 24 horas.  

En mayo, tras numerosas demoras que se remontaban a 2020, se inició un juicio 

por abuso infantil contra dos monjas y siete ex empleados del Instituto Antonio 

Provolo, un grupo de escuelas para niños con discapacidad auditiva. Según se 

informó, 67 estudiantes denunciaron haber sufrido abusos entre 1983 y 2002. En 

septiembre, el juicio seguía su curso. 

Matrimonio infantil, prematuro y forzado: Los niños y niñas mayores de 16 

años tienen autorización legal para contraer matrimonio con el consentimiento de 

sus progenitores. Los niños y niñas menores de 16 años, además del 

consentimiento de sus padres, deben obtener una autorización judicial.  
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Explotación sexual de menores: La ley prohíbe la explotación sexual comercial 

de menores y la venta, ofrecimiento y procura de niños y niñas con fines de 

prostitución. En términos generales, las autoridades han hecho cumplir la ley. Sin 

embargo, la explotación sexual de menores, incluso con fines de prostitución, 

constituyó un problema. La edad mínima del sexo consentido es de 13 años, pero 

las leyes brindan protecciones mayores para los niños y niñas de 13 a 16 años. El 

país cuenta con una ley de delito contra la integridad sexual que prevé penas que 

oscilan entre seis meses y 20 años de prisión, según la edad de la víctima y 

teniendo en cuenta otros factores.   

 

En mayo, un sacerdote y un portero de un jardín de infantes de la ciudad de San 

Pedro, provincia de Buenos Aires, fueron hallados culpables de haber abusado 

sexualmente de cinco niños de entre tres y cinco años de edad. Las autoridades 

condenaron al sacerdote y al portero a 15 años de prisión.  

En agosto, un tribunal local condenó a Gustavo Rivas, ex abogado, profesor y 

político de Entre Ríos, a 23 años de prisión por ocho casos comprobados de abuso 

sexual de menores. El fiscal acusó a Rivas de haber corrompido y abusado de "más 

de dos mil adolescentes de entre 15 y 16 años, desde 1970 hasta más allá de 2010".  

La ley prohíbe la producción y distribución de pornografía infantil, y prevé penas de 

entre seis meses y cuatro años de prisión. La posesión de pornografía infantil 

constituye un delito penal.  

En marzo, la policía federal llevó a cabo una redada en la cárcel de Junín, 

provincia de Buenos Aires, donde los reclusos utilizaban dispositivos electrónicos 

para distribuir pornografía infantil desde sus celdas.  

En junio, las autoridades realizaron 70 redadas en la ciudad de Buenos Aires y en 

varias provincias y detuvieron a 30 personas sospechadas de participar en la 

distribución de pornografía infantil. Las redadas formaban parte de una operación 

internacional y coincidieron con detenciones efectuadas en Brasil, Paraguay, 

Estados Unidos, Ecuador y Costa Rica.  
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Antisemitismo 

Las estimaciones relativas al número de personas de la comunidad judía 

variaron, pero según los datos más recientes disponibles, publicados por 

Berman Jewish Databank, la población judía ascendía a 180.000 personas en 

2019. 

Continuaron los actos esporádicos de discriminación y vandalismo antisemita. La 

Delegación de Asociaciones Israelitas Argentinas (DAIA) registró 488 denuncias 

de antisemitismo en 2021, en comparación con 507 en 2020, lo que representa una 

disminución del 3%. Los incidentes de antisemitismo más comunes fueron 

agravios publicados en diversos sitios web y redes sociales, a menudo en relación 

con artículos periodísticos. Entre otros incidentes cabe destacar las pintadas en la 

vía pública y las agresiones verbales.  

En diciembre de 2021, un grupo de militantes antivacunas agredieron a dos 

periodistas en una emisora de radio en Buenos Aires, usando expresiones 

antisemitas para insultar y amenazar a los periodistas, quienes apoyaban la 

vacunación contra la COVID-19.  
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Trata de personas 

Véase el informe del Departamento de Estado sobre la trata de personas 

(Trafficking in Persons Report), disponible en  https://www.state.gov/trafficking-in-

persons-report/. 

Actos de violencia, criminalización y otros abusos motivados 

por la orientación sexual, identidad o expresión de género o 

por características sexuales 

Criminalización: No hay leyes que penalicen la conducta sexual entre personas del 

mismo sexo o criminalicen la identidad lesbiana, gay, bisexual, transgénero, queer e 

intersexual (LGBTQI+).   

Violencia contra personas LGBTQI+: El 24 de agosto, Alejandra Ironici, una 

conocida abogada transgénero, fue hallada muerta en su domicilio en Santa Fe. Un 

hombre con el cual Ironici había mantenido una relación íntima fue acusado de 

femicidio agravado y transfemicidio.  

  

https://www.state.gov/trafficking-in-persons-report/
https://www.state.gov/trafficking-in-persons-report/
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En 2021, el Observatorio Nacional de Crímenes de Odio registró 120 crímenes de 

odio contra personas LGBTQI+ y 17 asesinatos. Entre 2020 y 2021, se duplicaron 

las cifras de crímenes de odio y asesinatos de personas de la comunidad LGBTQI+.   

Discriminación: Las leyes nacionales contra la discriminación no incluyen 

específicamente los términos “orientación sexual”, “identidad de género” o 

“expresión de género”, o “características sexuales” como categorías protegidas, 

sino solamente se refieren a "sexo". La ley no reconoce el derecho a la autonomía 

del cuerpo para las personas intersexuales y no brinda protecciones específicas 

contra la discriminación motivada por las características sexuales.   

No se denunciaron actos de discriminación oficiales motivados por la orientación 

sexual o la identidad de género en el ámbito del empleo, la vivienda o el acceso a 

la educación. La ley establece que al menos el 1 por ciento de los cargos de la 

administración pública deben ser cubiertos por personas transgénero. 

 

Hubo algunos casos de discriminación en razón de orientación sexual o de 

identidad de género en el acceso a la salud. Ciertos funcionarios del Ministerio de 

las Mujeres, así como medios de comunicación y ONG denunciaron casos de 

discriminación contra personas de la comunidad LGBTQI+, en especial contra 

personas transgénero. En general, los casos de discriminación abarcaron desde 

agresiones en las redes sociales hasta la violencia física, incluido el asesinato. En 

el sector de la salud, se registraron denuncias sobre la falta de capacitación para el 

personal de la salud, comportamientos poco profesionales por parte de agentes de 

salud, y malos tratos.  

  

En junio, el Senado sancionó una ley que prevé el acceso al empleo formal para 

personas transgénero y transexuales. La ley establece iguales protecciones y 

privilegios en el lugar de trabajo para las personas transgénero que para las 

personas cisgénero, como vacaciones pagas y disposiciones relacionadas con la 

jubilación.  

Disponibilidad del reconocimiento legal del género: La ley permite que las 

personas cambien los marcadores de género y los nombres que figuran en sus 

documentos de identidad a través de un proceso administrativo sencillo que no 

requiere la autorización de un médico o de un juez. En julio de 2021, el gobierno 
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reconoció formalmente las identidades no binarias mediante un decreto 

presidencial y permite que las personas indiquen su género como "X" en los 

documentos nacionales de identidad.  

Prácticas médicas o psicológicas involuntarias o coercitivas específicamente 

dirigidas a personas LGBTQI+: No se registraron denuncias sobre las 

denominadas prácticas terapéuticas de conversión aplicadas a personas LGBTQI+.  

Los activistas intersexuales siguieron denunciando casos de prácticas de cirugías 

genitales y otras intervenciones médicas nocivas aplicadas a niños y niñas. 

Según se informó, hubo casos de niños y niñas a los que se denegó el certificado 

de nacimiento a menos que sus padres consintieran que se les practicaran 

intervenciones médicas irreversibles para "normalizar" los cuerpos no binarios 

de dichos menores. El Instituto Nacional Contra la Discriminación, la Xenofobia 

y el Racismo y organizaciones de la sociedad civil –como Justicia Intersex– se 

pronunciaron en favor de prohibir las intervenciones médicas innecesarias y del 

acceso a la reparación. 

Restricciones a la libertad de expresión, asociación o reunión pacífica: No hay 

leyes ni restricciones relativas a la libertad de expresión, asociación o reunión 

pacífica relacionadas con cuestiones LGBTQI+.  

 

Personas con discapacidades 

La constitución y las leyes prohíben la discriminación de personas con 

discapacidades físicas, sensoriales, intelectuales y mentales. En general, el 

gobierno garantizó el cumplimiento de la ley, pero hubo denuncias aisladas de 

discriminación. Varios organismos del Estado ofrecieron diversos servicios y 

programas para personas con discapacidad. La ley establece que los edificios sean 

accesibles para las personas con discapacidades. Si bien los ascensores y escaleras 

mecánicas son mecanismos habituales en las grandes ciudades, escasean en las 

localidades y en pueblos más pequeños, lo cual obstaculiza el acceso de las 

personas con discapacidad.  

Si bien el gobierno nacional ha sancionado leyes que prohíben la discriminación 

contra personas con discapacidad, muchas provincias no han adoptado dichas 

disposiciones y carecen de mecanismos para asegurar su cumplimiento. Una ley 
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de cupo de empleo reserva el 4 por ciento de los empleos en el gobierno nacional 

para las personas con discapacidad.  

La ley exige que los gobiernos municipales construyan establecimientos públicos 

más accesibles y que aseguren que las personas con discapacidad puedan acceder 

a los servicios públicos. En abril, el gobierno creó el Fondo Nacional para la 

Inclusión Social de las Personas con Discapacidad (FONADIS) con el objeto de 

financiar proyectos de accesibilidad en todo el país. En septiembre, la Agencia 

Nacional de Discapacidad suscribió acuerdos para financiar proyectos de 

accesibilidad en ocho municipios de todo el país con fondos del FONADIS.  

 

Sección 7. Derechos de los trabajadores  

a. Libertad de asociación y derecho de negociación colectiva  

La ley establece el derecho de los trabajadores a formar sindicatos independientes y 

afiliarse a ellos y a realizar huelgas legales. En general, el gobierno respetó estos 

derechos. La ley prohíbe la discriminación contra los sindicatos y protege a los 

trabajadores contra el despido, la suspensión y los cambios en sus condiciones 

laborales. Por su parte, la ley prohíbe que el personal militar y policial formen 

sindicatos y se afilien a ellos.  

 

El gobierno hizo cumplir la ley en forma efectiva y las penas aplicadas fueron 

acordes con las previstas en otras leyes relacionadas con la denegación de derechos 

civiles, como la discriminación. Las prácticas laborales desleales pueden 

denunciarse ante los tribunales. Las infracciones a la ley pueden dar lugar a multas 

al empleador o a la asociación patronal pertinente, según sea el caso. En ocasiones, 

se aplicaron sanciones a los infractores.  

La ley permite que los sindicatos se inscriban sin autorización previa. Los 

sindicatos registrados pueden emprender ciertas actividades para representar a sus 

miembros, entre ellas peticionar al gobierno y a los empleadores. La ley otorga la 

condición de sindicato oficial a un solo sindicato considerado el "más 

representativo", que la ley define como el sindicato que cuente con mayor número 

promedio de afiliados cotizantes, sobre la cantidad promedio de trabajadores 
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representados, por sector industrial, dentro de una región geográfica determinada. 

Solamente los sindicatos con ese reconocimiento oficial gozan de inmunidad 

sindical contra las represalias que los empleadores tomen contra sus funcionarios; 

se les permite deducir las cuotas sindicales directamente de los salarios; y pueden 

llevar adelante negociaciones colectivas con acceso a mecanismos de conciliación 

y arbitraje. El sindicato más representativo negocia en representación de todos los 

trabajadores en cada sector, y los convenios colectivos abarcan tanto a los afiliados 

como a los no afiliados del sector. La ley exige que el Ministerio de Trabajo, 

Empleo y Seguridad Social (Ministerio de Trabajo) ratifique los convenios 

colectivos.   
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La Central de Trabajadores de la Argentina y otros grupos sindicales no afiliados 

a la Confederación General del Trabajo (CGT), la principal confederación de 

sindicatos, continuó sosteniendo que el reconocimiento legal de una sola 

asociación sindical por sector contradecía las normas internacionales e impedía 

que dichas asociaciones obtuvieran la plena personería jurídica.  

Los empleados públicos pueden realizar una huelga solo después de un proceso de 

conciliación obligatoria de 15 días, y están sujetos a la condición de mantener 

"servicios mínimos" no especificados. Una vez transcurrido el plazo de la 

conciliación, los empleados públicos y los trabajadores que prestan servicios 

esenciales deben dar un preaviso de 5 días a la autoridad administrativa y a la 

entidad pública contra la cual pretenden realizar la huelga. Si los "servicios 

mínimos" no se encuentran previamente definidos en un convenio colectivo, todas 

las partes deberán negociar los servicios mínimos que se seguirán prestando y el 

cronograma de la prestación. A su vez, la entidad pública deberá notificar a sus 

usuarios sobre la huelga con dos días de antelación.  

En general, los empleadores respetaron los derechos de huelga y negociación 

colectiva.  

 

b. Prohibición del trabajo forzoso u obligatorio 

La ley prohíbe y criminaliza todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio y el 

gobierno, en general, hizo cumplir la ley. El Ministerio de Trabajo llevó a cabo 

59.564 inspecciones regulares en todo el país durante la primera mitad del año y 

descubrió seis casos de trabajo infantil y 20 casos que presentaban indicios de 

trabajo forzoso. Continuaron los esfuerzos por responsabilizar a los perpetradores. 

La Procuraduría de Trata y Explotación de Personas siguió investigando las 

denuncias de trabajo forzoso. En 2021, la Procuraduría informó de seis condenas 

por las peores formas de trabajo infantil y cuatro por trata de personas con fines de 

explotación laboral. En 2021, la Procuraduría también informó que se había 

acusado a 11 personas por trabajo infantil forzoso y a siete por trata de personas 

con fines de explotación laboral.  

Algunos empleadores sometieron a un número importante de bolivianos, 
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paraguayos y peruanos, como así también a argentinos de las provincias más 

pobres del norte del país, a trabajo forzoso en el sector textil, la agricultura, la 

venta callejera, la producción de carbón y ladrillos, la construcción, el trabajo 

doméstico y en pequeñas empresas, como restaurantes y supermercados. Los 

traficantes de personas explotaron a víctimas procedentes de China y Corea del 

Sur. Los ciudadanos chinos que trabajan en supermercados son vulnerables a la 

servidumbre por deudas. Los traficantes obligaron a víctimas de trata de personas 

a transportar drogas a través de las fronteras del país. Las víctimas del trabajo 

forzoso fueron hombres, mujeres y niños y niñas, aunque el género y la edad 

típicos de las víctimas variaron según el sector de empleo.   

Véase también el informe del Departamento de Estado sobre Trata 

de Personas (Trafficking in Persons Report), disponible en 

https://www.state.gov/trafficking-in-persons-report/. 

 

c. Prohibición del trabajo infantil y edad mínima para 

trabajar 

Véase el informe del Departamento de Trabajo sobre Hallazgos sobre las 

Peores Formas de Trabajo Infantil (Findings on the Worst Forms of Child 

Labor), disponible en: 

https://www.dol.gov/agencies/ilab/resources/reports/child-labor/findings/ 

 

d. Discriminación con respecto al empleo y la ocupación 

La ley prohíbe la discriminación laboral por motivos de raza, religión, 

nacionalidad, género, edad, discapacidad, características físicas, condición social 

o económica, opinión política o estado civil. En general, el gobierno hizo cumplir 

la ley. La legislación no prohíbe la discriminación por motivos de orientación 

sexual o identidad de género, aunque un empleador podría llegar a enfrentar un 

juicio por discriminación iniciado por sus empleados LGBTQI+ sobre la base de 

su estado civil, dado que está permitido el matrimonio de parejas del mismo sexo 

https://www.state.gov/trafficking-in-persons-report/
https://www.dol.gov/agencies/ilab/resources/reports/child-labor/findings/
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y el matrimonio es una "clase protegida" por la ley contra la discriminación. Las 

sanciones fueron acordes con las leyes sobre los derechos civiles. En algunas 

ocasiones, se sancionó a los infractores.   

 

 

Las formas más frecuentes de discriminación en el lugar de trabajo se debieron a 

motivos de discapacidad, género y edad. También hubo casos de discriminación 

contra personas seropositivas y personas de origen indígena. Las mujeres tienen 

prohibido trabajar en ciertos sectores. Por ejemplo, existen restricciones al empleo 

de mujeres en los sectores de minería, manufactura y transporte. También se 

aplican restricciones al acceso de la mujer a trabajos considerados peligrosos o 

pesados (v. también la sección 6). Los tribunales declararon culpables de 

discriminación de género a ciertos empleadores porque no incluyeron un 

porcentaje significativo de mujeres en su plantilla.   

Aunque las mujeres disfrutan de la misma condición jurídica y de iguales 

derechos que los hombres, siguieron enfrentándose a la discriminación 

económica, en especial durante la pandemia de COVID-19. Las mujeres 

ocuparon un número desproporcionadamente elevado de puestos poco 

remunerados y en el sector informal, y un número notablemente menor de cargos 

ejecutivos en el sector privado que los hombres, según diversos estudios. Aunque 

la constitución establece el principio de igual remuneración por igual tarea, las 

mujeres ganaron aproximadamente un 30 por ciento menos que los hombres por 

trabajos iguales o similares.   

 

 

e. Condiciones de trabajo aceptables 

Leyes sobre salarios y horarios: En septiembre, el salario mínimo era 

ligeramente superior a la canasta alimentaria básica oficial para una familia con 

cuatro integrantes. La mayoría de los trabajadores en el sector formal ganaron 

considerablemente más que el salario mínimo. En general, el salario mínimo sirvió 

como referencia para la paga mínima que debía recibir un trabajador informal.   

La legislación nacional fija la jornada laboral máxima en ocho horas y la semana 
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laboral máxima en 48 horas. Cuando las horas trabajadas superan estos límites, se 

debe pagar horas extras. La ley prohíbe el exceso de horas extra y determina como 

permisible una cantidad de 3 horas extra por día. La legislación laboral dispone 

entre 14 y 35 días de vacaciones remunerados, según la antigüedad del trabajador.   
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La ley establece un valor diferencial para las horas extras, que deben ser 

remuneradas con un recargo del 50 por ciento sobre el valor de la hora en días 

laborables y del 100% para las horas trabajadas los sábados por la tarde, los 

domingos y los feriados. Asimismo, no se puede obligar a los empleados a trabajar 

horas extras, a menos que la interrupción del trabajo pudiera causar riesgos o 

lesiones, que la necesidad de las horas suplementarias sea causada por razones de 

fuerza mayor, que haya otras razones excepcionales que afecten la economía 

nacional o por "situaciones inusuales e impredecibles". El gobierno hizo cumplir 

estos reglamentos efectuando inspecciones laborales de rutina e investigando las 

denuncias.   

 

Salud y seguridad en el trabajo: El gobierno establece normas de salud y 

seguridad en el trabajo, que fueron actualizadas y eran apropiadas para las 

principales industrias del país. La ley exige que los empleadores aseguren a los 

empleados contra accidentes en el lugar de trabajo, así como cuando se trasladan 

de ida y vuelta al trabajo. Conforme a la ley, los empleadores deben proporcionar 

el seguro a través de una aseguradora de riesgos del trabajo o bien brindar su 

propio seguro a los empleados para satisfacer los requisitos definidos por la 

Superintendencia de Seguros de la Nación. La legislación limita el derecho de los 

trabajadores a presentar demandas hasta que hayan seguido los procedimientos 

administrativos obligatorios ante comités médicos específicos. 

Los expertos en seguridad y salud ocupacional identificaron condiciones de 

inseguridad, como la falta de equipos de protección personales contra la COVID-

19; asimismo, respondieron a las quejas planteadas por los trabajadores por 

cuestiones de salud y seguridad en el trabajo. Los trabajadores no siempre 

pudieron evitar situaciones que hacían peligrar su salud o su seguridad sin poner en 

riesgo su trabajo, y las autoridades no protegieron eficazmente a los empleados en 

estas circunstancias.  

Cumplimiento de las normas sobre salarios, horarios y salud y seguridad en el 

trabajo: El Ministerio de Trabajo tiene la responsabilidad de garantizar el 

cumplimiento de la legislación relativa a las condiciones de trabajo. Dicho 

Ministerio, a través del Plan Nacional de Regularización del Trabajo, coordinó las 

actividades destinadas a hacer cumplir la ley con las autoridades laborales en 
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diversas provincias. El Ministerio realizó inspecciones en diversas provincias, pero 

la Inspección del Trabajo empleó una cantidad de inspectores muy inferior al 

número recomendado por la OIT, teniendo en cuenta el tamaño de la fuerza 

laboral, con solo 324 inspectores en 2020. Los inspectores están autorizados a 

realizar inspecciones sin aviso previo y a imponer multas, y recurren a un 

procedimiento de derivación para la presentación ante tribunales de delitos 

laborales, como el trabajo infantil y el trabajo forzoso.   

El gobierno supervisó el cumplimiento de estas reglamentaciones realizando 

inspecciones laborales de rutina e investigando las denuncias. Las infracciones 

fueron más frecuentes entre los trabajadores del sector informal, dado que los 

empleados del sector formal a menudo negociaron convenios de trabajo a través de 

sus respectivos sindicatos. Las sanciones por infracciones a las normas sobre 

salarios y horarios de trabajo fueron acordes con las aplicadas en caso de delitos 

similares, como el fraude. En algunos casos, se aplicaron sanciones por 

infracciones de las normas sobre salarios y horarios a los infractores.    

La Superintendencia de Riesgos del Trabajo funcionó como organismo de 

aplicación para la supervisión del cumplimiento de la legislación sobre salud y 

seguridad en el trabajo y las actividades de las empresas aseguradoras de riesgos 

del trabajo. El gobierno hizo cumplir con eficacia la legislación sobre salud y 

seguridad en el trabajo. Las sanciones por infracciones de la ley sobre seguridad 

y salud fueron acordes con las aplicadas en caso de delitos tales como 

negligencia. En algunos casos, se aplicaron sanciones por infracciones de las 

normas sobre salud y seguridad en el trabajo a los infractores.    

 

Sector informal: El gobierno estimó que el empleo informal representó 

aproximadamente el 45 por ciento del empleo total. Los trabajadores domésticos 

del sector informal siguieron siendo los más afectados por la falta de protecciones 

sociales y por la ineficacia en el cumplimiento de la legislación laboral. Según 

algunas estimaciones de la OIT correspondientes al último trimestre de 2021, un 

gran porcentaje de los trabajadores domésticos no estaban inscritos en la seguridad 

social. El sector de la indumentaria exhibió altos porcentajes de empleo informal, 

al igual que las pequeñas empresas, los establecimientos agrícolas y los proyectos 

de construcción. Según los analistas, por lo general se utilizó el salario mínimo 
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oficial, que se actualiza periódicamente según la inflación, como base de los 

salarios del sector informal.  

El Ministerio de Trabajo siguió efectuando inspecciones con el objeto de 

garantizar que los empleados de las empresas estuvieran registrados como 

empleados formales. La legislación que rige el pago de beneficios y horas extra 

no se hizo cumplir en forma universal para los trabajadores del sector informal.  

Durante una campaña organizada por el gobierno para impulsar la inscripción de 

trabajadores y trabajadoras, realizada desde julio de 2020 hasta febrero, más de 

tres millones de trabajadores y trabajadoras se inscribieron en el Registro Nacional 

de Trabajadores y Trabajadoras de la Economía Popular. Más del 57 por ciento de 

ellos eran mujeres con una edad promedio de 33 años. La inscripción permitió que 

los trabajadores y trabajadoras se beneficiaran de programas sociales, subsidios 

familiares, aportes jubilatorios, cobertura de seguro por accidentes laborales y 

seguro de desempleo. Además, el gobierno comenzó a ofrecer diversos programas 

de protección social para trabajadores informales, con el objetivo de garantizar el 

acceso a alimentos nutritivos para sus hijos, subsidios escolares, asistencia médica 

e incentivos monetarios para tomar cursos de formación profesional. Sin embargo, 

según una encuesta del mencionado Registro Nacional realizada en febrero, 

solamente el 45 por ciento de los trabajadores en el sector informal recibían esos 

beneficios.   
 

El gobierno procuró desalentar el empleo informal mediante la aplicación de 

sanciones a los empleadores que contratan trabajadores informales, por ejemplo, 

limitando su acceso a préstamos del gobierno y exenciones impositivas.   


